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Resumen
El Relator Especial presenta su quinto informe a la Asamblea General. Le preo-

cupa profundamente que, tras haber informado el año pasado a la Asamblea General
que el hambre había aumentado en 2003, elevando a 842 millones el número de per-
sonas subnutridas en todo el mundo, ahora tenga que informar que en 2004 el hambre
volvió a aumentar a nivel mundial y que actualmente sufren de subnutrición 852 mi-
llones de mujeres, niños y hombres. El Relator Especial está sumamente preocupado
por la situación de la crisis alimentaria en África, como surge de la descripción que
hace en el presente informe de la visita que realizó al Níger en julio de 2005, y hace
un llamamiento a los Estados Miembros para que actúen con rapidez en respuesta a
las crisis alimentarias, no solamente en el Níger sino en todos los países afectados, y
para que tomen medidas encaminadas a erradicar la subnutrición crónica en todos los
países.

Todos los seres humanos tienen derecho a vivir con dignidad y a no padecer
hambre. En un mundo que es hoy más rico que nunca, el hambre y la hambruna no
son inevitables y constituyen una violación de los derechos humanos.

En el presente informe, el Relator Especial examina dos cuestiones nuevas que
están repercutiendo en el derecho a la alimentación.

La primera se refiere al derecho de los pueblos indígenas a la alimentación. En
la mayor parte de los países, los niveles de hambre y malnutrición entre los pueblos
indígenas son desproporcionadamente más altos que entre la población no indígena.
Existe en consecuencia una necesidad urgente de reforzar la protección del derecho
de los pueblos indígenas a la alimentación, incluso mediante una mayor protección
de sus tierras y recursos. Los gobiernos tienen la obligación de respetar, proteger
y hacer realidad el derecho de los pueblos indígenas a la alimentación y no deben
tolerar que éstos sean objeto de discriminación.

La segunda cuestión se refiere a la responsabilidad de las organizaciones inter-
nacionales con respecto al derecho a la alimentación. Al Relator Especial le preocupa
que los proyectos financiados por organizaciones internacionales como el Banco
Mundial puedan tener efectos negativos en el derecho de las poblaciones vulnerables
a la alimentación, determinando a veces que sean desplazadas de sus tierras y pier-
dan acceso a sus tierras y medios de subsistencia tradicionales. También le preocupa
que los modelos económicos de desarrollo que promueven e imponen actualmente
organizaciones internacionales como el Banco Mundial, el Fondo Monetario Interna-
cional y la Organización Mundial del Comercio estén poniendo en peligro, en todo el
mundo, el derecho de los pequeños agricultores a la alimentación. Es hora de que las
medidas de ajuste económico y liberalización del comercio respeten el derecho a la
alimentación, para que las comunidades más pobres y vulnerables no caigan en una
situación de mayor pobreza y hambre. Las organizaciones internacionales tienen
obligaciones en materia de derechos humanos, y entre ellas la de respetar, proteger y
respaldar el ejercicio efectivo del derecho a la alimentación.
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I. Introducción

1. El Relator Especial tiene el honor de presentar su quinto informe a la
Asamblea General, según lo solicitado en la resolución 59/202 de la Asamblea
General y en la resolución 2005/18 de la Comisión de Derechos Humanos.

2. A pesar de la promesa que hicieron los Estados Miembros de reducir el hambre
a la mitad de conformidad con los Objetivos de desarrollo del milenio, la terrible
realidad es que el hambre sigue aumentando a nivel mundial. La Organización de
las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), en El estado de la
inseguridad alimentaria en el mundo, 2004, informa que el hambre aumentó en
2004 y que el número de niños, mujeres y hombres gravemente subnutridos se elevó
a 852 millones, es decir, 10 millones más que en 2003. Si bien últimamente se han
registrado progresos importantes en algunos países, la tendencia general es al retro-
ceso y no al logro progresivo del ejercicio del derecho a la alimentación. De hecho,
el hambre parece haber seguido aumentando año tras año desde que se celebró
la Cumbre Mundial sobre la Alimentación en 1996.

3. La situación en África es particularmente inquietante. Al momento de redac-
tarse el presente informe, el Níger, el Sudán, Somalia, el Chad, Zimbabwe, Maurita-
nia y Etiopía estaban atravesando graves situaciones de emergencia alimentaria1.
Malí y Burkina Faso también habían resultado afectados. Un nuevo estudio realiza-
do por el prestigioso Instituto Internacional de Investigaciones sobre Política Ali-
mentaria (IIPA) reveló que la inseguridad alimentaria crónica en África había au-
mentado sustancialmente desde 1970, y que el número de personas desnutridas en
el África subsahariana había crecido vertiginosamente de 88 millones a 200 millo-
nes entre 1999 y 2001. En el estudio se llegó asimismo a la conclusión de que si se
incrementaran las inversiones en tecnologías de recolección de agua, servicios de
extensión agrícola, actividades de enseñanza y medidas de prevención y tratamiento
del VIH/SIDA, el porcentaje de niños desnutridos en África se acercaría a la meta
del Objetivo de desarrollo del milenio propuesto para 20152. Es posible reducir
el hambre, pero sólo si hay una inversión seria con miras a combatir la malnutrición
crónica y la pobreza generalizada subyacentes.

4. La subnutrición crónica persiste en muchos países en todo el mundo. En Gua-
temala, país que el Relator Especial visitó este año, se ha registrado un aumento
de los casos de malnutrición aguda como consecuencia de sequías localizadas y
la caída de los precios internacionales del café, que acrecentaron la inseguridad ali-
mentaria generalizada. Guatemala tiene uno de los niveles de malnutrición y subnu-
trición más altos de América Latina, particularmente entre los pueblos indígenas, y
el 60% de las familias no se alimenta lo suficiente3. El Relator Especial observa
complacido los valientes esfuerzos del actual Gobierno, que ha lanzado la iniciativa
Frente contra el Hambre, ha nombrado un Comisionado contra el Hambre y ha esta-
blecido un sólido marco jurídico y de políticas que reconoce la obligación del Go-
bierno de respetar, proteger y lograr el ejercicio efectivo del derecho a la alimenta-
ción. El Relator Especial apoya también los esfuerzos del Gobierno por impulsar la
acción internacional, mediante la celebración de una conferencia regional a nivel
latinoamericano sobre erradicación del hambre en septiembre de 2005. Esto muestra
claramente que existe una conciencia cada vez mayor de la necesidad de impulsar
la acción destinada a erradicar el hambre y la malnutrición.
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5. A juicio del Relator Especial, es vergonzoso que en un mundo que es hoy más
rico que nunca tanta gente tenga que luchar para sobrevivir. Exhorta por lo tanto a la
Asamblea General a que adopte medidas urgentes para combatir no sólo la hambru-
na en todas partes, sino también la malnutrición crónica y debilitadora. Es inacepta-
ble que más de cinco millones de niños pequeños mueran todos los años a causa de
la malnutrición y enfermedades conexas4, pero también es inaceptable que cientos
de millones de niños no coman lo suficiente para llevar una vida normal, y queden
mental y físicamente atrofiados por el resto de sus vidas. Esto es absurdo en un
mundo que es perfectamente capaz de erradicar el hambre. De acuerdo con la FAO,
el planeta podría producir alimentos suficientes para proporcionar 2.100 kilocalorías
por persona por día a 12.000 millones de personas, es decir, al doble de la población
mundial actual. El hambre y la hambruna no son inevitables. Son una violación de
los derechos humanos.

6. Todos los seres humanos tienen derecho a vivir con dignidad, sin padecer
hambre. El derecho a la alimentación y el derecho a ser protegido contra el hambre
son derechos humanos tutelados por el derecho internacional humanitario y
de los derechos humanos. El derecho a una alimentación adecuada está reconocido
en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y ha sido
definido con autoridad en la observación general No. 12 (1999) en los siguientes
términos: “El derecho a la alimentación adecuada se ejerce cuando todo hombre,
mujer o niño, ya sea solo o en común con otros, tiene acceso físico y económico, en
todo momento, a la alimentación adecuada o a medios para obtenerla” (párr. 6). El
Relator Especial, inspirándose en la observación general, resume la definición del
derecho a la alimentación de la siguiente manera:

“El derecho a la alimentación es el derecho a tener acceso, de manera regular,
permanente y libre, sea directamente, sea mediante compra en dinero, a una
alimentación cuantitativa y cualitativamente adecuada y suficiente, que corres-
ponda a las tradiciones culturales de la población a que pertenece el consumi-
dor y que garantice una vida psíquica y física, individual y colectiva, libre de
angustias, satisfactoria y digna”5.

7. El año pasado el Relator Especial realizó numerosas actividades para luchar
por el ejercicio efectivo del derecho a la alimentación. En su informe anual a la Co-
misión de Derechos Humanos (E/CN.4/2005/47), el Relator Especial expresó
su profunda preocupación por las reiteradas violaciones del derecho a la alimenta-
ción en todo el mundo, pero también dio cuenta de varias iniciativas positivas em-
prendidas para luchar contra el hambre a nivel mundial y local, incluida la adopción
por el Consejo de la FAO, en noviembre de 2004, de las “directrices voluntarias”,
que son una serie de principios innovadores que establecen una definición interna-
cionalmente aceptada del derecho a la alimentación. En su informe, el Relator Espe-
cial también examinó la cuestión de las responsabilidades “extraterritoriales” de los
Estados, y dio cuenta a la Comisión de sus misiones en Etiopía (E/CN.4/2005/
47/Add.1) y Mongolia (E/CN.4/2005/47/Add.2).

8. Este año, el Relator Especial viajó en misión a Guatemala (febrero de 2005) y
a la India (agosto de 2005). También llevó a cabo una misión especial urgente
en el Níger en julio de 2005, que se detalla más adelante. El Relator Especial tam-
bién ha solicitado autorización para realizar misiones en la República Popular De-
mocrática de Corea y Myanmar, pero no ha recibido respuesta de esos Gobiernos.
También ha seguido haciendo llamamientos urgentes y declaraciones de prensa,
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en forma individual y junto con otros relatores especiales, en situaciones urgentes
relacionadas con el derecho a la alimentación adecuada en el Níger, Guinea Ecuato-
rial, la India, Myanmar, Filipinas, el Pakistán, la República Democrática del Congo,
la República Popular Democrática de Corea, Rumania, el Sudán y Zimbabwe. Asi-
mismo, el Relator Especial hizo una declaración de prensa sobre la cuestión de la
exclusión de la ayuda alimentaria de carácter humanitario proporcionada por el Pro-
grama Mundial de Alimentos (PMA) de las negociaciones de la Ronda de Doha de
la Organización Mundial del Comercio (OMC).

II. Situaciones que revisten especial interés: hambruna
en el Níger

9. El Relator Especial llevó a cabo una misión urgente en el Níger del 8 al
12 de julio de 2005. El objetivo de la misión fue lograr que se tomara conciencia de
la dramática situación alimentaria en ese país. Viajó acompañado por un equipo de
televisión de las Naciones Unidas, a quien desea agradecer por la eficiente labor que
realizó para generar una reacción de la comunidad internacional. A pesar de los nu-
merosos llamamientos lanzados por el Gobierno y los organismos de las Naciones
Unidas desde noviembre de 2004, hasta agosto de 2005 la respuesta a la crisis había
sido escasa. En una reunión informativa para la prensa celebrada el 24 de mayo
de 2005, el Secretario General Adjunto de Asuntos Humanitarios y Coordinador del
Socorro de Emergencia, Jan Egeland, describió el caso del Níger como la situación
de emergencia más olvidada y abandonada del mundo.

10. Durante la misión, el Relator Especial fue testigo de la gravedad de la situa-
ción. Casi un tercio de la población, alrededor de 3,6 millones de personas, entre
ellas 800.000 niños, padecen de malnutrición aguda, y en algunas regiones ya
hay personas vulnerables, en particular lactantes, que están muriendo de hambre. De
acuerdo con la constatación de la situación de hambre realizada por el Gobierno en
julio de 2005, solamente 19 de 106 zonas estaban en una situación alimentaria satis-
factoria, mientras que en las demás la situación era crítica o extremadamente crítica.
Durante sus visitas a Ouallam y Tondikiwindi, el Relator Especial pudo comprobar
que miles de agricultores se han visto obligados a subsistir con semillas recogidas
de montículos de termitas y con raíces y frutas venenosas llamadas Anza. La mayo-
ría de los hombres han abandonado las tierras agrícolas para ir en busca de trabajo,
y sus esposas mal alimentadas están demasiado débiles para trabajar en el campo,
lo que pone en peligro la próxima cosecha de mijo, que no estará lista antes de octu-
bre, y ello siempre y cuando lleguen las lluvias. El Relator Especial también visitó
el Centro de Alimentación de Emergencia de Saga, dirigido por las Hermanas de
la Madre Teresa en las afueras de Niamey, donde recibió informes de que todas las
semanas morían de hambre niños subnutridos.

11. El Níger es un país orgulloso habitado por algunas de las más grandes civiliza-
ciones de la humanidad: los Songhai, los Djerma, los Hausa, los Tuareg, los Peul;
hombres y mujeres de mucha dignidad, valientes y trabajadores. Sin embargo, como
otros países del Sahel, el Níger ha estado sumido en una crisis económica y ambiental
durante gran parte del siglo XX, con sólo breves períodos de alivio. Desde el decenio
de 1970, las sequías y hambrunas reiteradas se han tornado más graves. No sólo el
clima del Níger es inclemente e implacable, sino que el clima internacional tampoco
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es propicio para resolver los problemas fundamentales del Sahel (véase el documento
E/CN.4/2002/58/Add.1), y el Gobierno no siempre puede evitar las crisis alimentarias.

12. El Relator Especial se reunió con el Presidente y el Primer Ministro, así como
con los directores de la Dependencia de la Crisis Alimentaria, la Oficina de Produc-
ción de Alimentos en el Níger y el Sistema de alerta anticipada. Se le informó que
el Gobierno ya había tomado medidas para afrontar la situación de emergencia, en-
tre ellas la venta de reservas de alimentos a precios razonables, la promoción del uso
de bancos de granos y el suministro de forraje a los agricultores. El Relator Especial
instó al Gobierno a que comenzara a distribuir ayuda alimentaria gratuita entre los
grupos vulnerables, especialmente los niños, las mujeres embarazadas y los ancia-
nos, y a que garantizara el acceso gratuito de los niños subnutridos a los centros
de atención de la salud, ya que las políticas de recuperación de gastos no tenían
sentido en una situación de emergencia extrema. El Gobierno acordó que lo haría en
la mayor medida que se lo permitieran sus limitados recursos. El Relator Especial
llegó a la conclusión de que el papel de los organismos del sistema de las Naciones
Unidas (entre ellos el UNICEF, la FAO, el PMA, el PNUD, la OMS y el UNFPA),
el Banco Mundial y las organizaciones no gubernamentales (como Médicos sin
fronteras, Action against Hunger, Oxfam, World Vision, Plan International) también
era crítico, aunque sus recursos eran limitados.

13. El Relator Especial estaba preocupado por la extrema lentitud con que llegaba la
respuesta de la comunidad internacional. De los 16,2 millones de dólares de los EE.UU.
solicitados por las Naciones Unidas en su llamamiento urgente de mayo de 2005 para
atender necesidades básicas fundamentales, solamente se habían recibido 3,8 millones.
Incluso el llamamiento realizado por el Primer Ministro el 28 de mayo de 2005 generó
una respuesta lenta. No obstante, el Relator Especial se siente alentado al ver que, gra-
cias a la mayor atención prestada por los medios de difusión, la respuesta se ha agiliza-
do desde agosto de 2005. Los Estados árabes, entre ellos Argelia, Marruecos, la Jamahi-
riya Árabe Libia, la Arabia Saudita y Dubai, enviaron ayuda alimentaria de emergencia
y prometieron fondos. La Unión Europea, Francia, Suecia, Noruega, Suiza, Bélgica, Di-
namarca, Alemania y los Estados Unidos de América también enviaron ayuda de emer-
gencia y anunciaron que contribuirían con 10 millones de dólares de los EE.UU. Vene-
zuela por su parte anunció que aportaría 3 millones de dólares.

14. En un comunicado de prensa emitido el 13 de julio de 2005, el Relator Especial
subrayó que el derecho a la alimentación era un derecho humano, y exhortó a todos
los Estados Miembros a que cumplieran su obligación de garantizar el ejercicio del
derecho a la alimentación de la población del Níger. Cuando un país carece de
los recursos suficientes para garantizar el ejercicio del derecho a la alimentación de
su población, tiene la obligación jurídica de actuar con diligencia para obtener asis-
tencia y cooperación internacionales, y los demás Estados tienen la obligación, de
acuerdo con los recursos de que dispongan, de facilitar el ejercicio del derecho a la
alimentación mediante la cooperación para el desarrollo y de proporcionar ayuda de
emergencia cuando se les solicite. Los gobiernos nacionales son los principales obli-
gados a respetar, proteger y lograr el ejercicio efectivo del derecho de su población a
la alimentación. Sin embargo, todos los Estados Miembros tienen también la obliga-
ción extraterritorial de respetar, proteger y respaldar el ejercicio del derecho a la ali-
mentación de las personas que viven en otros países, como señaló el Relator Especial
en su informe a la Comisión de Derechos Humanos (véase el documento
E/CN.4/2005/47, párrs. 34 a 59). Esto significa garantizar el suministro adecuado de
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ayuda alimentaria, pero también implica abordar los factores subyacentes que provo-
can situaciones de hambruna en forma reiterada.

15. La crisis actual es el resultado de tendencias económicas desfavorables como
de defectos estructurales. Sus causas inmediatas son la sequía y la plaga de langosta
que destruyeron muchos cultivos en 2004, impidiendo la producción de pasturas y
cereales; pero sus causas más profundas se encuentran en la inseguridad alimentaria
generalizada, que aumenta la vulnerabilidad a las crisis alimentarias. De una pobla-
ción de 12 millones de habitantes, más de 3,6 millones de personas sufren de mal-
nutrición crónica, el 80% padece inseguridad alimentaria y el 61% vive en la extre-
ma pobreza (véase el documento E/CN.4/2002/58/Add.1). Incluso en años normales,
uno de cada cuatro niños muere antes de cumplir los cinco años. A pesar de ser el
segundo país más pobre del mundo, el Níger recibe muy poca ayuda o inver-
sión para el desarrollo en comparación con otros países, y tiene pocos recursos para
invertir en la agricultura y el riego que requiere su clima árido. El Relator Especial
también cree que el paradigma del desarrollo basado en el mercado, impuesto prin-
cipalmente por el Fondo Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial, ha sido
perjudicial para la seguridad alimentaria de los más vulnerables. Por ejemplo, como
consecuencia de la aplicación de políticas de recuperación de gastos en los centros
de salud, muchos niños pobres no reciben tratamiento por malnutrición. Durante la
visita que realizó en 2001, el Relator Especial también constató que la privatización
de los servicios públicos de apoyo, como el sistema de logística y distribución
OPVN (Office des Produits Vivriers du Niger) y los servicios veterinarios, había li-
mitado el acceso a servicios de extensión esenciales, aumentando la inseguridad
alimentaria de los pequeños productores agropecuarios (véase el documento
E/CN.4/2002/58/Add.1).

16. El suministro inmediato de ayuda alimentaria gratuita es fundamental para
evitar la hambruna. También es imprescindible atacar las causas estructurales sub-
yacentes del hambre para limitar la vulnerabilidad a hambrunas futuras y garantizar
plenamente el ejercicio efectivo del derecho a la alimentación de la población del
Níger. Por lo tanto, el Relator Especial insta al Gobierno del Níger, así como a los
gobiernos de los Estados Miembros y a las organizaciones internacionales, a
que tomen medidas inmediatas para respetar, proteger y garantizar el ejercicio del
derecho a la alimentación en el Níger.

III. El derecho de los pueblos indígenas a la alimentación

17. Varias organizaciones de pueblos indígenas han venido expresando desde hace
años, en los períodos de sesiones anuales del Grupo de Trabajo sobre las Poblacio-
nes Indígenas y, más recientemente, en el Foro Permanente para las Cuestiones In-
dígenas, su profunda preocupación por los obstáculos y dificultades que enfrentan
sus comunidades para poder ejercer plenamente su derecho a la alimentación. Algu-
nas organizaciones de pueblos indígenas han instado al Relator Especial a que enca-
re la cuestión del derecho de los pueblos indígenas a la alimentación como
una cuestión separada dentro de su labor. Como se señaló en la Declaración de Ati-
tlán, en la primera Consulta Global de los Pueblos Indígenas sobre el Derecho a la
Alimentación, celebrada en Guatemala en abril de 2002:
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“la negativa del derecho a la alimentación de los Pueblos Indígenas es la ne-
gativa, no solo de nuestra sobrevivencia física, sino también la negativa de
nuestra organización social, nuestras culturas, tradiciones, idiomas, espirituali-
dad, soberanía e identidad total. Es la negativa de nuestra existencia colectiva
indígena”.

18. De acuerdo con el derecho internacional, el derecho a una alimentación ade-
cuada y el derecho fundamental a ser protegido contra el hambre se aplican a todas
las personas sin discriminación; sin embargo, con frecuencia se niega o se viola
el derecho de los pueblos indígenas a la alimentación, a menudo como resultado
de la discriminación sistemática o la falta de reconocimiento a nivel general de
los derechos de los pueblos indígenas. Los niveles de hambre y malnutrición entre
los pueblos indígenas son con frecuencia desproporcionadamente más altos que los
que se observan en la población no indígena, y a pesar de ello no suelen resultar be-
neficiados por los programas destinados a combatir el hambre y la malnutrición
o promover el desarrollo. Además, las actividades de desarrollo inadecuadas a me-
nudo intensifican la marginación, la pobreza y la inseguridad alimentaria de los
pueblos indígenas; no reconocen los métodos que usan los indígenas para asegurar
su propia subsistencia, y hacen caso omiso del derecho de éstos a definir su propia
forma de alcanzar el desarrollo. En su informe al Consejo Económico y Social,
el Grupo de Apoyo Interinstitucional sobre Cuestiones Indígenas expresó preocupa-
ción por el hecho de que la universalidad y simplicidad de redacción de los Objeti-
vos de desarrollo del milenio pudieran llevar a la homogeneización en lugar
de la igualdad respecto del goce de los derechos humanos, si las características par-
ticulares de los pueblos indígenas no se reconocían y tenían en cuenta
(E/C.19/2005/2, sección II, párr. 7).

19. Los pueblos indígenas y tribales representan unos 5.000 pueblos claramente
diferenciados y alrededor de 350 millones de personas, que en su amplia mayoría
viven en países en desarrollo. Hace mucho tiempo que se ha comprendido que debi-
do a los prolongados procesos históricos de colonización, explotación y exclusión
política y económica, los pueblos indígenas están entre los grupos más vulnerables a
la pobreza, el hambre y la malnutrición. El derecho a la alimentación está directa-
mente vinculado a la situación de extrema pobreza en la que viven muchos pueblos
indígenas. Uno de los primeros estudios internacionales, que fue realizado en 1953
por la Organización Internacional del Trabajo (OIT), reveló que el nivel de vida de
las poblaciones aborígenes era extremadamente bajo, considerablemente inferior al
de la población no aborigen6. Tres decenios después, José Martínez Cobo, Relator
Especial de la Subcomisión, observó que los pueblos indígenas se encontraban en lo
más bajo de la escala socioeconómica7. El actual Relator Especial sobre la situación
de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los pueblos indígenas
también concluyó que “los pueblos indígenas en todo el mundo conforman, gene-
ralmente, los sectores más marginados y desposeídos de la sociedad” (A/59/258,
párr. 10). Según un proyecto de investigación emprendido en el marco del estudio de
la OIT, en muchas estrategias de lucha contra la pobreza no se tiene en cuenta a los
pueblos indígenas, ni en el proceso ni en las estrategias propuestas8. En un estudio
publicado en 1994, el Banco Mundial llegó a la conclusión de que la pobreza entre
la población indígena de América Latina era generalizada y extrema, y que las con-
diciones de vida de la población indígena eran por lo general pésimas9, y un estudio
de actualización realizado en 2004 reveló que se habían hecho pocos progresos10.
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20. Un estudio realizado por el Grupo Interinstitucional de Apoyo al Foro Perma-
nente para las Cuestiones Indígenas11 demuestra que a pesar de que se ha tomado
conciencia a nivel general de la vulnerabilidad de las poblaciones indígenas, se ca-
rece de datos desglosados sobre la situación de los pueblos indígenas y, en conse-
cuencia, a menudo se dispone de poca información sobre la magnitud exacta del
hambre y la malnutrición. La falta de recolección de información que en general
existe suele reflejar la renuencia de los gobiernos a reconocer los problemas que
aquejan a sus poblaciones indígenas. Hace apenas muy poco tiempo que ha comen-
zado a reunirse información. En Guatemala, por ejemplo, donde el Gobierno ha rea-
lizado importantes esfuerzos para desglosar las estadísticas, se observa claramente
que los niveles de pobreza y malnutrición de los pueblos indígenas son mucho más
altos que en el resto de la población. Si bien la mitad de todos los niños guatemalte-
cos menores de 5 años muestra retrasos en el crecimiento, el nivel de malnutrición
es mucho más alto entre los niños indígenas; de éstos, el 70% tiene retrasos en
el crecimiento, en comparación con el 36% de los niños no indígenas12.

21. Sin embargo, comprender lo que significa el derecho a la alimentación para los
pueblos indígenas es mucho más complejo que lo que dimana de un simple análisis
de las estadísticas sobre hambre, malnutrición o pobreza. Muchos pueblos indígenas
tienen sus propias concepciones particulares de lo que es la alimentación, el hambre
y la subsistencia. En general, es difícil separar conceptualmente la relación de los
pueblos indígenas con los alimentos, de sus relaciones con la tierra, los recursos, la
cultura, los valores y la organización social. Los alimentos, la obtención y
el consumo de alimentos suelen ser una parte importante de la cultura, así como de
la organización social, económica y política. Muchos pueblos indígenas entienden el
derecho a una alimentación adecuada como un derecho colectivo. Normalmente
consideran que las actividades de subsistencia como la caza, la pesca y la recolec-
ción son fundamentales no sólo para garantizar su derecho a la alimentación, sino
también para nutrir sus culturas, idiomas, vida social e identidad. Con frecuencia, su
derecho a la alimentación depende estrechamente del acceso y el control que tengan
respecto de sus tierras y otros recursos naturales existentes en sus territorios. Para
muchas comunidades tradicionales, especialmente las que viven en zonas más aleja-
das, la posibilidad de acceder a los lugares de caza, pesca y recolección para procu-
rarse el sustento es fundamental para asegurarse una nutrición adecuada, ya que tal
vez no tengan acceso físico o económico a alimentos comercializados. Según un
estudio sobre la seguridad alimentaria de los pueblos Inuit de Alaska, la protec-
ción legal de la subsistencia es un requisito sine qua non de la seguridad alimentaria
de los Inuit por razones nutricionales, culturales y económicas13. La falta de acceso
a actividades de subsistencia tradicionales ha llevado a algunas comunidades indí-
genas a depender de la comida rápida barata, y en consecuencia a sufrir de al-
tos niveles de diabetes y otros problemas nutricionales (véase el documento
E/CN.4/2005/88/Add.2).

22. En esta sección, el Relator Especial destaca algunas cuestiones fundamentales
que afectan actualmente el derecho de los pueblos indígenas a la alimentación en to-
do el mundo, y describe a grandes rasgos un marco conceptual que permite encarar
mejor el derecho de los pueblos indígenas a la alimentación.



0548699s.doc 11

A/60/350

A. Cuestiones fundamentales que afectan el derecho
de los pueblos indígenas a la alimentación

La falta de reconocimiento de los derechos a la tierra
y a los recursos

23. El ejercicio del derecho de los pueblos indígenas a la alimentación suele de-
pender fundamentalmente de sus posibilidades de acceder a los recursos naturales
existentes en la tierra o los territorios que ocupan o usan, y del control que ejercen
sobre esos recursos. Sólo así pueden mantener sus actividades económicas y de sub-
sistencia tradicionales, como la caza, la recolección o la pesca, que les permite ali-
mentarse y preservar su cultura e identidad. No obstante, durante siglos los pueblos
indígenas han sido despojados de sus tierras, sus recursos y su acceso al agua, y esa
tendencia se mantiene hoy en día. Si bien los derechos de los indígenas a la tierra
residen principalmente en la comunidad como tal, al dividirse las tierras en unidades
individuales o familiares sólo con fines de uso económico, esa forma tradicional de
propiedad y posesión ha estado sometida a tensiones durante mucho tiempo, a partir
de la colonización. Ha habido intentos de eliminar el control colectivo de las tierras
para permitir la privatización de las tierras y su posterior transferencia al mercado.
En Guatemala, por ejemplo, las tierras de propiedad colectiva de los indígenas (eji-
dos) fueron nacionalizadas o privatizadas en el siglo XIX, con el propósito delibera-
do de consolidar las tierras en grandes plantaciones de café. Como el mejor café se
cultivaba a alturas de entre 800 y 1500 metros, muchos pueblos indígenas fueron
desplazados de sus tierras y obligados a reubicarse en terrenos más empinados
y menos fértiles para realizar allí sus actividades de agricultura de subsisten-
cia14.Procesos de reforma agraria más recientes, dirigidos a facilitar y alentar la in-
versión extranjera, están socavando aún más las formas indígenas tradicionales de
propiedad de la tierra, el agua y otros recursos. Sin embargo, como ha señalado el
Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y las libertades funda-
mentales de los indígenas, “el conjunto formado por la tierra, el territorio y los re-
cursos constituye una cuestión de derechos humanos esencial para la supervivencia
de los pueblos indígenas” (E/CN.4/2002/97, párr. 57). En agosto de 2001, por ejem-
plo, la comunidad Mayagna de Awas Tingni ganó un caso planteado ante la Corte
Interamericana de Derechos Humanos, la que concluyó que el Gobierno de Nicara-
gua había violado los derechos de propiedad de la comunidad al otorgar una conce-
sión sobre sus tierras a una empresa maderera extranjera, y recomendó a dicho Esta-
do que reconociera y demarcara las tierras pertenecientes a la comunidad Mayagna
y le otorgara título sobre las mismas15.

Apropiación de recursos – derechos de propiedad intelectual

24. Durante siglos, los pueblos indígenas han sido despojados de sus tierras y re-
cursos, a menudo mediante la imposición de leyes coloniales. Hoy en día se mantie-
ne una tendencia similar, ya que los pueblos indígenas continúan perdiendo hasta
sus recursos genéticos y conocimientos autóctonos. A los pueblos indígenas les
preocupa que los acontecimientos recientes registrados en los regímenes internacio-
nales de derechos de propiedad intelectual pongan en peligro el acceso y el control
de los indígenas respecto de los recursos genéticos animales y vegetales, así como
de los conocimientos que sus comunidades han adquirido a lo largo de muchas gene-
raciones. Hay una creciente preocupación entre las comunidades y agricultores indí-
genas por las actividades de “bioprospección” y la apropiación o “biopiratería”
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de sus conocimientos y su folclore tradicionales, en particular con respecto a las
propiedades curativas y nutritivas de animales y plantas. Los pueblos indígenas con-
sideran que el Acuerdo de la OMC sobre los aspectos de los derechos de propiedad
intelectual relacionados con el comercio (Acuerdo sobre los ADPIC) es un marco
para la apropiación de conocimientos tradicionales por parte de los investigadores y
fabricantes de agroquímicos de los países industrializados. Quieren que se les con-
sulte sobre la forma en que se utilizan sus conocimientos, y recibir una participación
equitativa en los beneficios16. Les preocupan en particular los acontecimientos rela-
cionados con la biotecnología y la protección de la propiedad intelectual que po-
drían privar a las comunidades indígenas agrícolas de su acceso a determinadas se-
millas y razas de ganado y a su control sobre ellas, permitiendo que se proteja con
derechos de propiedad intelectual a “inventos” que posteriormente requerirán un pa-
go para ser utilizados17. En 1994, por ejemplo, dos investigadores de la Universidad
del Estado de Colorado obtuvieron una patente de los EE.UU. sobre la quinua, un
grano muy rico en proteínas usado tradicionalmente por los pueblos indígenas andi-
nos en Bolivia y el Ecuador. El hecho de que pudiera reconocerse a investigadores
estadounidenses la calidad de “inventores” de la quinua y que se les diera el control
exclusivo de una variedad boliviana tradicional causó frustración entre los pueblos
indígenas. En 1998, la Asociación Nacional de Productores de Quinua de Bolivia
(ANAPQUI) logró que la Universidad renunciara a la patente18.

Efectos negativos de un desarrollo inadecuado

25. Los proyectos de desarrollo que se llevan a cabo en tierras o con recursos de
propiedad de los indígenas o que se encuentran bajo el control de éstos también
pueden poner en peligro el derecho de las comunidades indígenas a la alimentación.
Como señaló la señora Erica-Irene A. Daes, Relatora Especial de la Subcomisión de
Promoción y Protección de los Derechos Humanos, en su documento de trabajo final
sobre las poblaciones indígenas y su relación con la tierra (E/CN.4/Sub.2/2001/21,
párr. 67), “el desarrollo económico ha sido impuesto en gran medida desde el exte-
rior, pasando totalmente por alto el derecho de los pueblos indígenas a participar en
su control y ejecución y a compartir sus beneficios”. Con frecuencia, los proyectos
de desarrollo se llevan a cabo sin el consentimiento previo, informado y otorgado li-
bremente por los afectados, y pueden representar una amenaza para el derecho a
la alimentación como consecuencia de la destrucción o pérdida de territorios y re-
cursos ancestrales o del desplazamiento. Esto sucede a menudo en el caso de la ex-
plotación comercial en gran escala de los recursos existentes en territorios indígenas
—incluida la extracción de minerales, petróleo o gas, la tala de árboles, la construc-
ción de represas y carreteras, o la expansión de la agricultura industrial en tierras
indígenas, que pueden poner en grave peligro el derecho a la alimentación. Sólo en
raras ocasiones las autoridades evalúan el impacto probable de esos proyectos o to-
man medidas correctivas oportunas, a pesar de las obligaciones jurídicas que les im-
pone el Convenio No. 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales en países in-
dependientes. En una causa judicial en Malasia, el Tribunal de Apelaciones malasio
no hizo lugar al pago de una indemnización a la tribu Jakun, una población de
Orang Asli, después de que el gobierno del estado se apropió de más de 53.000
acres de tierras ancestrales en el estado meridional de Johor para la construcción de
una represa que permitiría abastecer de agua a Johor y Singapur, sin consultar a las
comunidades locales o compartir los beneficios con ellas19. En la Declaración de
Atitlán sobre el derecho a la alimentación, los representantes de las comunida-
des indígenas criticaron el modelo dominante de desarrollo económico basado en el
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comercio libre globalizado, la agricultura industrial y el desarrollo no sostenible,
por menoscabar modalidades de subsistencia alternativas y violar su derecho a la
alimentación.

Falta de acceso a la justicia

26. Un elemento de importancia crítica para la posibilidad de los pueblos indígenas
de hacer valer su derecho a la alimentación es el acceso a la administración
de justicia. Incluso en los casos en que los indígenas tienen acceso a la justicia, éste
se ve a menudo limitado por la distancia geográfica, la discriminación y los prejui-
cios, y el no reconocimiento del derecho consuetudinario y las autoridades legales
indígenas. Con frecuencia, la aplicación de las leyes que protegen los derechos indí-
genas es insuficiente, y los propios indígenas carecen de conocimientos suficientes
sobre las leyes e instituciones creadas para proteger sus derechos, y por esa razón es
fácil para los terceros despojarlos y explotarlos. Los pueblos indígenas también criti-
can la represión que a menudo caracteriza la relación entre los gobiernos y las comu-
nidades indígenas, aun en los casos en que han resuelto sus pleitos judiciales. En un
caso del que fue informado el Relator Especial, se alegó que un grupo de 86 familias
campesinas había sido desalojado por la fuerza de sus tierras, la hacienda El Magüey
(Fraijanes) en Guatemala, y que durante dos años sus cultivos y sistemas de riego ha-
bían sido destruidos una y otra vez por la policía y el ejército, a pesar de que se les
había reconocido la propiedad de las tierras en un Acuerdo gubernamental de fecha
7 de abril de 2003 y en una sentencia de un Tribunal Constitucional de 4 de mayo de
200420. Al Relator Especial le preocupan en particular algunos informes de que se
está utilizando la alimentación como instrumento de presión política o económica,
sobre todo en situaciones de conflicto. En Colombia, por ejemplo, hay una grave
preocupación por los bloqueos que impiden que los alimentos lleguen a las comuni-
dades indígenas, amenazando su seguridad alimentaria y obligándolas a participar en
el conflicto (véase el documento E/CN.4/2005/88/Add.2).

B. Marco jurídico que rige el derecho de los pueblos indígenas
a la alimentación

27. El marco internacional de protección de los derechos de los pueblos indígenas
es aún relativamente frágil. El único instrumento internacional que otorga una
protección específica es el Convenio No. 169 de la OIT, que hasta el momento ha
sido ratificado por 17 países. Este Convenio es importante porque protege el
derecho de los pueblos indígenas a la alimentación, así como una amplia gama de
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales. Los artículos 13 a 17
otorgan una protección especial al derecho de los pueblos indígenas a la tierra y a
sus territorios, y a su derecho a participar en el uso, la ordenación y la conservación
de esos recursos, exigiendo que participen y sean consultados antes de que se
explote cualquier recurso ubicado en tierras indígenas y prohibiendo el
desplazamiento de comunidades indígenas.

28. El proyecto de declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de las po-
blaciones indígenas, que la Comisión de Derechos Humanos viene examinando desde
1995, ofrecería una mayor protección, más amplia que la del Convenio de la OIT. En
ella se reconoce el derecho a la libre determinación y los derechos sobre las tierras y
recursos, se reconocen las injusticias históricas de la colonización pero también
se hace referencia a las amenazas contemporáneas que plantea la globalización, a la
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protección de los conocimientos tradicionales, la diversidad biológica y los recursos
genéticos, y al establecimiento de límites a las actividades de terceros en los territo-
rios de las comunidades indígenas sin su consentimiento. Sin embargo, el proyecto de
declaración no ha sido aprobado por los gobiernos, ya que muchos de ellos siguen ne-
gando el derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación, sus derechos a las
tierras y los recursos, y la noción de derechos colectivos21.

29. A pesar de ello, hay instrumentos más amplios sobre los derechos humanos
que ofrecen protección a todos los pueblos, incluidos los pueblos indígenas. El
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su artículo
11, protege el derecho de toda persona a la alimentación. El Comité de Derechos
Económicos, Sociales y Culturales, en su observación general No. 12 (1999), desta-
ca el derecho de los pueblos indígenas a la alimentación y subraya que “son espe-
cialmente vulnerables muchos grupos de pueblos indígenas cuyo acceso a las tierras
ancestrales puede verse amenazado”(párr. 13). El Comité también señaló que el de-
recho a una alimentación adecuada significa que los alimentos deben estar disponi-
bles y ser accesibles, adecuados y culturalmente aceptables, lo que significa que los
alimentos deben corresponder a las tradiciones culturales de la población. Esto tiene
un significado especial para los pueblos indígenas, para quienes los alimentos cultu-
ralmente apropiados son los que se obtienen mediante actividades de subsistencia,
como la caza, la recolección o la pesca, y tiene consecuencias en lo que respecta a
conservar sus medios de vida. Incluso en las comunidades que están estrechamente
integradas en la economía principal, los alimentos importados son a veces demasia-
do costosos o carecen de valor nutricional, y las actividades de subsistencia desem-
peñan un papel importante a efectos de mantener su seguridad alimentaria, así como
su cultura e identidad. En la observación general se reseñan las obligaciones de los
Estados de respetar, proteger y lograr el ejercicio del derecho a la alimentación, y se
destaca que los alimentos no deben nunca utilizarse como instrumento de presión
política o económica.

30. El artículo 1 de los dos Pactos, que es una disposición común a ambos, reviste
especial importancia para el derecho de los pueblos indígenas a la alimentación, ya
que reconoce el derecho de libre determinación de todos los pueblos y el derecho a
proveer libremente a su desarrollo económico, social y cultural. Además, en el pá-
rrafo 2 de ese artículo se establece también que en ningún caso podrá privarse a un
pueblo de sus propios medios de subsistencia. La prohibición de la discriminación
consagrada en el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
es también de vital importancia para los pueblos indígenas. La no discriminación
exige algunas veces la adopción de medidas de acción afirmativa y a favor de los
pueblos indígenas, para compensar o corregir los desequilibrios y la marginación
tradicionales. Otros instrumentos de derechos humanos que protegen a las mujeres y
a los niños también son aplicables a los pueblos indígenas. El control y la preserva-
ción de los recursos genéticos vegetales y animales es actualmente crucial para los
intereses económicos de los pueblos indígenas y para su seguridad alimentaria a lar-
go plazo. El artículo 8 del Convenio sobre la Diversidad Biológica, junto con el
Tratado Internacional sobre los Recursos Fitogenéticos para la Alimentación y la
Agricultura, ofrecen un marco jurídico para la protección de esos derechos.
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C. Un marco para el derecho de los pueblos indígenas
a la alimentación

31. El Relator Especial cree que el derecho de los pueblos indígenas a la alimenta-
ción puede considerarse comprendido dentro del marco establecido por el Comité de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales que exige que los Estados respeten,
protejan y logren el ejercicio del derecho a la alimentación de todos sus habitantes.
Esto significa que el derecho a la alimentación no es solamente un derecho positivo,
sino también un derecho negativo que apunta a evitar que se impida o menoscabe el
acceso actual de los pueblos indígenas a los alimentos.

La obligación de respetar

32. La obligación de respetar el derecho a la alimentación requiere que los gobier-
nos se abstengan de adoptar cualquier medida que pueda afectar negativamente el
actual derecho de los pueblos a la alimentación. Esto significa que deben abstenerse
de realizar actos como el de desposeer o desplazar personas de sus tierras, cuando la
tierra es su principal medio de subsistencia. También entraña el deber de abstenerse
de realizar proyectos de desarrollo que puedan entorpecer o eliminar el acceso tradi-
cional a los recursos de subsistencia, como la caza o la pesca, cuando éstas constitu-
yen el principal medio utilizado por los pueblos indígenas para obtener su alimento.
Significa asimismo que los gobiernos no deben nunca participar en matanzas o ac-
ciones represivas contra los pueblos indígenas, cuando éstos realizan manifestacio-
nes de protesta pacíficas para proteger su derecho a la alimentación, la tierra y los
recursos.

La obligación de proteger

33. La obligación de proteger el derecho a la alimentación exige que los gobiernos
se aseguren de que ningún tercero (como terratenientes poderosos o grandes empre-
sas) haga nada que pueda afectar negativamente el derecho de los pueblos indígenas
a la alimentación. Esto significa que los gobiernos deben reglamentar o controlar a
los terceros poderosos para evitar cualquier abuso contra el derecho de los pueblos
indígenas a la alimentación. Se debe impedir que los terceros desplacen a los pue-
blos indígenas de sus tierras y recursos. Cuando un gobierno otorga una concesión a
una empresa para explotar recursos en tierras indígenas, debe respetar el principio
del consentimiento previo, informado y libre de los pueblos indígenas, para asegu-
rarse de que éstos estén de acuerdo con la explotación de sus recursos, se beneficien
de esa explotación y su seguridad alimentaria no corra peligro. Esto exige también
que se mitiguen los costos humanos y ecológicos de los proyectos nocivos para el
medio ambiente, como la extracción de oro, para evitar que se destruyan o envene-
nen los alimentos tradicionales, el agua y otros recursos necesarios para la subsis-
tencia.

La obligación de lograr el ejercicio efectivo (facilitar y proporcionar)

34. La obligación de lograr el ejercicio efectivo del derecho a la alimentación re-
quiere que los gobiernos tomen medidas para combatir la marginación, el hambre y
la pobreza de las comunidades indígenas, respetando las prioridades propias de los
pueblos indígenas, a fin de garantizar su integridad y supervivencia cultural. Esta
obligación está formada por dos obligaciones positivas: la obligación de facilitar y
la obligación de proporcionar. La obligación fundamental de facilitar el derecho de
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los pueblos indígenas a la alimentación exige que los gobiernos adopten medidas
positivas para facilitar la capacidad de las comunidades indígenas para procurarse su
propio alimento, por ejemplo reconociendo y delimitando oficialmente los territo-
rios indígenas, para que éstos puedan realizar actividades de subsistencia. Los go-
biernos tienen además la obligación de respetar el derecho de los pueblos indígenas
a determinar la mejor manera de mejorar su seguridad alimentaria y encarar sus pro-
pias prioridades de desarrollo. Los gobiernos deben siempre evitar las muertes por
hambre y garantizar el acceso a la alimentación, facilitando el suministro de ali-
mentos comercializados cuando sea necesario y proporcionando ayuda alimentaria
de emergencia en situaciones de crisis. La obligación de lograr el ejercicio efectivo
también comprende una obligación inmediata de tomar medidas para evitar o san-
cionar la discriminación contra los pueblos indígenas en términos de acceso a la tie-
rra, al empleo y a otros recursos productivos. Esto no sólo requiere la supresión en
el plano jurídico de las formas legales de la discriminación, sino también la elimina-
ción de la discriminación de facto contra los pueblos indígenas, que contribuye a
causar el hambre y la malnutrición de esos pueblos.

IV. Responsabilidad de las organizaciones internacionales
respecto del derecho a la alimentación

35. De acuerdo con el mandato del Relator Especial, éste debe señalar a la aten-
ción de la Comisión de Derechos Humanos los “problemas nuevos” relacionados
con el derecho a la alimentación. Una cuestión clave que se debate actualmente en
el ámbito internacional de los derechos humanos es la cuestión de la responsabilidad
de las organizaciones internacionales en la esfera de los derechos humanos. La Co-
misión ha exhortado a los órganos creados en virtud de tratados y a los procedi-
mientos especiales a que tengan en cuenta su resolución 2005/17, sobre la mundiali-
zación y los derechos humanos, en la que se afirma que es necesario que las institu-
ciones multilaterales reconozcan, respeten y protejan la totalidad de los derechos
humanos.

36. El Relator Especial comparte la opinión de la Comisión de Derechos Humanos
de que es fundamental examinar la cuestión de la responsabilidad en materia de de-
rechos humanos de las organizaciones internacionales, como el Banco Mundial, el
FMI y la OMC. Si bien la responsabilidad por los derechos humanos incumbe siem-
pre en primer lugar a los gobiernos nacionales, en el contexto actual de globaliza-
ción y estrecha interdependencia internacional, los gobiernos nacionales no siempre
están en condiciones de proteger a sus ciudadanos de las consecuencias de las deci-
siones adoptadas por otros agentes. Como sostuvo en el informe que presentó a la
Comisión, en un mundo cada vez más globalizado e integrado, el poder de los Esta-
dos nacionales es a menudo eclipsado por el de otros agentes, como Estados más
poderosos, empresas multinacionales u organizaciones internacionales. Así como los
derechos humanos tuvieron por objeto regular el poder de los Estados nacionales
sobre sus ciudadanos, ahora ha llegado el momento de extender las fronteras tradi-
cionales de los derechos humanos para regular el poder de esos otros agentes inter-
nacionales. En sus informes anteriores, el Relator Especial abordó dos cuestiones
importantes a este respecto. La primera fue la cuestión de las responsabilidades,
en la esfera de los derechos humanos, de agentes no estatales como las empresas
transnacionales (E/CN.4/2004/10). La segunda fue la cuestión de las obligaciones ex-
traterritoriales, que se refiere a las obligaciones en materia de derechos humanos de
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los gobiernos con respecto a las personas que viven fuera de su territorio
(E/CN.4/2005/47), para garantizar que sus políticas no contribuyan a que se violen
los derechos humanos en otros países.

37. En el presente informe, el Relator Especial examina una tercera cuestión: las
responsabilidades intergubernamentales en la esfera de los derechos humanos de las
organizaciones interestatales multilaterales como el FMI, el Banco Mundial y la
OMC. En vista del papel preponderante que desempeñan estas organizaciones en la
determinación de las políticas económicas, en particular de los países del Sur, estas
organizaciones pueden influir de manera importante en los derechos humanos. No
hay duda, por ejemplo, de que los programas de reforma económica impuestos por
el FMI y el Banco Mundial en los países endeudados tienen una influencia profunda
y directa en la situación del derecho a la alimentación y de la seguridad alimentaria
en muchos países. Sin embargo, con frecuencia se aduce que como estas entidades
son organizaciones intergubernamentales dirigidas por gobiernos, no tienen una res-
ponsabilidad directa respecto de los derechos humanos, incluido el derecho a la ali-
mentación. Algunos autores piensan, por ejemplo, que la OMC es simplemente un
mecanismo de negociación entre los Estados, y que son los gobiernos de los Estados
miembros los responsables de todas las normas y medidas adoptadas por la OMC.
Otros consideran, en cambio, que organizaciones como el Banco Mundial y el FMI,
a pesar de que sus directorios ejecutivos están integrados por gobiernos, adoptan
medidas en forma autónoma, y que por ende es importante considerar las responsa-
bilidades directas de las organizaciones intergubernamentales como instituciones en
sí mismas. El Relator Especial cree firmemente que el poder debe ir acompañado de
responsabilidad. En consecuencia, como han señalado los Relatores Especiales de la
Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos Humanos J. Oloka-
Onyango y Deepika Udagama:

“hay que analizar de forma sistemática de qué manera están obligadas las ins-
tituciones multilaterales por la Declaración Universal de Derechos Humanos,
los pactos internacionales y otros instrumentos de derechos humanos. En resu-
men, es preciso hacer un nuevo replanteamiento o codificación del derecho en
cuanto a su aplicabilidad a las instituciones multilaterales”22.

38. Hay actualmente instituciones académicas y organizaciones no gubernamen-
tales (ONG) que están trabajando intensamente para comprender mejor la definición
y el contenido de esas responsabilidades de las organizaciones internacionales
en la esfera de los derechos humanos, algunas de ellas centrando la atención en el
derecho a la alimentación. Cabe mencionar a este respecto los estudios realizados
por la International Federation of Human Rights Leagues23, por la organización 3D
—Trade— Human Rights -Equitable Economy en colaboración con FORUM-
ASIA24, por la Foodfirst Information and Action Network (FIAN)25 y por muchos
académicos, como S. I. Skogly26, A. Clapham27, M. Darrow28 y B. Ghazi29, así como
por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales30 y la Subcomisión de
Promoción y Protección de los Derechos Humanos31.

39. En esta sección se examinan en primer lugar algunas formas fundamentales en
que las organizaciones internacionales pueden influir en el derecho a la alimenta-
ción. A continuación se esboza un marco jurídico que comprendería las responsabi-
lidades de las organizaciones internacionales y se presenta una tipología de las obli-
gaciones de las organizaciones internacionales de respetar, proteger y respaldar el
ejercicio efectivo del derecho a la alimentación.
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A. Principales repercusiones de las actividades de las organizaciones
internacionales en el derecho a la alimentación

40. Las actividades del Banco Mundial, el FMI y la OMC están íntimamente rela-
cionadas, de muy diversas maneras, con la formulación de políticas y la ejecución
de proyectos de desarrollo, particularmente en los países en desarrollo.

41. Muchas ONG y organizaciones de la sociedad civil han documentado viola-
ciones del derecho a la alimentación ocurridas en el contexto de programas y pro-
yectos financiados por el Banco Mundial32. Son ejemplos típicos los grandes pro-
yectos de desarrollo con construcción de represas en zonas ocupadas por minorías o
pueblos indígenas que se ven obligados a desplazarse sin que medie el debido pro-
ceso y sin indemnización. Otros ejemplos son los proyectos financiados por el Ban-
co Mundial en los sectores de la minería o la infraestructura de abastecimiento de
agua que claramente traen aparejadas consecuencias adversas para los derechos hu-
manos e incluso violan de manera flagrante los derechos de los pueblos indígenas a
sus tierras, alimentos y agua. Por ejemplo, hay informes de que el Proyecto Kedung
Ombo para la construcción de una represa en Indonesia, que comenzó en 1985 con
un préstamo aprobado por el Banco Mundial y terminó en 1989, dio lugar a despla-
zamientos forzosos sin que mediara indemnización alguna y a otros abusos conexos.
Se dice que este proyecto causó el desplazamiento de casi 12.000 personas, que co-
mo consecuencia de ello perdieron sus tierras y sus medios de subsistencia.
Otro ejemplo es la ejecución de un proyecto de extracción de carbón en Jharkjhand
(India), financiado por el Banco Mundial, que dio lugar a un número importante de
reasentamientos involuntarios y provocó la destrucción de muchas casas y medios
de subsistencia. En este caso, a pesar de las claras recomendaciones formuladas por
el propio Grupo de Inspección del Banco Mundial en noviembre de 2002, las perso-
nas afectadas aún no han sido debidamente indemnizadas y rehabilitadas33.

42. Las políticas de amplio alcance de ajuste estructural y las estrategias de lucha
contra la pobreza fomentadas por el Banco Mundial y el FMI tienen enormes repercu-
siones en la capacidad de un Estado nacional de cumplir su obligación de garantizar el
ejercicio del derecho a la alimentación. Muchas ONG y organizaciones de la sociedad
civil sostienen que las políticas económicas que promueven el Banco Mundial y el
FMI mediante programas como los de ajuste estructural o las estrategias de lucha con-
tra la pobreza han repercutido de manera negativa en el derecho a la alimentación de
grandes sectores de la población de muchos países, particularmente en África, pero
también en Asia y América Latina. Lejos de mejorar la seguridad alimentaria de las
poblaciones más vulnerables, muchas veces estos programas han traído aparejado el
deterioro de la seguridad alimentaria de los más pobres. La intensa labor de promoción
realizada por el Banco Mundial y el FMI para lograr una fuerte reducción del gasto
público, la privatización de las empresas públicas, la liberalización del comercio y la
flexibilización de los mercados financieros, laborales y de tierras ha tenido efectos ne-
gativos en el derecho a la alimentación y otros derechos económicos, sociales y cultu-
rales. Un estudio realizado en la India, por ejemplo, sugiere que cuando en julio de
1991 el Gobierno introdujo las reformas presupuestarias recomendadas por el FMI, los
recortes resultantes en los gastos afectaron los subsidios relacionados con los produc-
tos básicos y alimentos esenciales que beneficiaban a los sectores más pobres. A raíz
del aumento del 50% en el precio del arroz y la fuerte caída de los ingresos de los tra-
bajadores, durante los tres meses siguientes a la introducción de la reforma por lo me-
nos 73 personas murieron de hambre en el Estado de Andra Pradesh34. En Zambia,
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después de la introducción de un programa de rápido ajuste estructural en el decenio
de 1990, una evaluación realizada por el propio FMI reconoció que la liberalización de
la agricultura había creado dificultades para los zambianos pobres, y que el consumo
de maíz había disminuido un 20% entre 1990 y 1997 porque los más pobres no tenían
dinero para comprar alimentos suficientes35. En la mayoría de los casos, el Banco
Mundial y el FMI no han exigido que antes de aplicar medidas de ajuste rápido se es-
tablezcan redes de seguridad para ayudar a las poblaciones más pobres y vulnerables,
una omisión que ha provocado muertes por inanición en la India y los casos ya men-
cionados de malnutrición aguda en Zambia.

43. Las normas de la OMC, en particular las que se aplican al comercio agrícola,
también influyen considerablemente en las políticas que pueden elegir los gobiernos
a efectos de mantener su seguridad alimentaria (véase el documento
E/CN.4/2004/10, párrs. 14 a 34)36. Gran parte de la liberalización del comercio que
se ha emprendido hasta el momento en la agricultura, particularmente en los países
en desarrollo, ha sido una exigencia impuesta por programas del FMI o el Banco
Mundial, no por la OMC. Sin embargo, la OMC ha ejercido una influencia impor-
tante en virtud de la forma en que “deja establecidas” y oficializa medidas de libe-
ralización, impidiendo a los países revertir las medidas que podrían tener efectos
negativos considerables en términos de inseguridad alimentaria y malnutrición. Las
desigualdades implícitas en las normas actuales de la OMC sobre la agricultura, que
han sido ampliamente reconocidas y se detallan en informes tales como Rigged Ru-
les and Double Standards, publicado por Oxfam37, también afectan gravemente a los
pequeños agricultores y ponen a los países en desarrollo en amplia desventaja res-
pecto de los países desarrollados38. Al Relator Especial le preocupa también que las
propuestas planteadas actualmente en el seno de la OMC, que apuntan a “discipli-
nar” la ayuda humanitaria, puedan tener graves consecuencias para el suministro
gratuito de ayuda alimentaria de emergencia en futuras situaciones de emergencia,
como ya lo indicó en la declaración que realizó a la prensa el 19 de julio de 2005. El
Relator Especial cree que la ayuda alimentaria ofrecida con fines humanitarios y
distribuida por organizaciones humanitarias como el PMA debe ser excluida de la
Ronda de negociaciones de Doha de la OMC.

B. Marco jurídico: las organizaciones internacionales son
personas jurídicas con derechos y obligaciones, incluida
una responsabilidad directa respecto del derecho a la
alimentación

44. Hoy en día nadie duda de que las organizaciones internacionales como el Ban-
co Mundial, el FMI y la OMC tienen personalidad jurídica en virtud del derecho in-
ternacional. En su opinión consultiva sobre la reparación por lesiones sufridas
al servicio de las Naciones Unidas, la Corte Internacional de Justicia, en 1949, in-
terpretó que una organización internacional era sujeto de derecho internacional y
capaz de ser titular de derechos y obligaciones internacionales. Como sujetos de de-
recho internacional, las organizaciones internacionales quedan constreñidas por las
obligaciones que les incumben en virtud de las normas generales del derecho inter-
nacional, sus documentos constitutivos o los convenios internacionales en los que
sean parte39. Para el Relator Especial, es evidente que el derecho internacional es
vinculante para las organizaciones internacionales como el Banco Mundial, el FMI y
la OMC, incluso en lo que respecta al derecho humano a la alimentación.
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45. En muchos casos, las organizaciones internacionales, en particular el FMI y el
Banco Mundial, han controvertido su responsabilidad en materia de derechos huma-
nos, sobre la base de tres argumentos principales. En primer lugar, aducen que son
organizaciones multilaterales, que actúan por orden de los gobiernos, y que en con-
secuencia carecen de una responsabilidad autónoma en relación con los derechos
humanos. Sin embargo, resulta claro que estas organizaciones no sólo actúan en ba-
se a las decisiones de sus Estados miembros, ya que tienen importantes facultades
de adopción de decisiones en forma autónoma. El Banco Mundial es dirigido por
una Junta de Gobernadores que representa a todos los Estados miembros, pero su
quehacer diario es manejado por un Directorio Ejecutivo integrado por 24 miem-
bros, cinco de los cuales son designados por los accionistas más importantes (los
Estados Unidos son el accionista más importante, con más del 15% de las acciones,
lo que en la práctica le da un poder de veto de las decisiones que se adoptan en el
Banco). Si bien se ha alegado que el Grupo del Banco Mundial es de “propiedad de
sus accionistas”, el hecho de que el Directorio Ejecutivo y los accionistas más im-
portantes controlen las actividades de la organización sugiere que efectivamente to-
ma decisiones respecto de sus actos. De manera similar, si bien el máximo órgano
rector del FMI es la Junta de Gobernadores, que representa a todos los miembros, la
gestión diaria queda en manos de un Directorio Ejecutivo y las decisiones autóno-
mas solo pueden ser adoptadas por ese Directorio.

46. En la OMC, en cambio, resulta claro que la mayor parte de las decisiones son
adoptadas por la Conferencia Ministerial o el Consejo General, ambos integrados
por Estados Miembros. Por esta razón, la OMC ha sido caracterizada a menudo co-
mo una organización basada en el consenso y dirigida por sus miembros, es decir,
por gobiernos, sin que tenga una identidad jurídica propia y separada40. No obstante,
la OMC también tiene sus órganos y agentes propios por conducto de los cuales ac-
túa. La secretaría, por ejemplo, tiene un amplio margen de discrecionalidad para fa-
cilitar la aplicación, la administración y el funcionamiento de los acuerdos, y con
ese fin participa en una amplia gama de proyectos de asistencia técnica. Algunos de
sus órganos, como el Órgano de Solución de Diferencias (OSD), también tienen que
tomar decisiones, entre ellas interpretar el derecho de la OMC, que son esenciales
para la organización. Como organización internacional, la OMC también debería
estar obligada respecto de los derechos humanos internacionales, incluido el dere-
cho a la alimentación.

47. En segundo lugar, de conformidad con el principio de que las organizaciones
internacionales solamente tienen derechos y obligaciones acordes a sus funciones y
facultades41, el Banco Mundial y el FMI han argumentado que sus instrumentos
constitutivos (Convenio Constitutivo) les prohíben tener en cuenta consideraciones
políticas en sus actividades. Sin embargo, la sugerencia de que esto excluye su rela-
ción directa con los derechos humanos no está debidamente fundada. Las disposi-
ciones pertinentes (por ejemplo, la sección 10 del artículo IV del Convenio Consti-
tutivo del Banco) pueden interpretarse de modo tal que permiten que estas institu-
ciones tengan en cuenta los derechos humanos en sus actividades42. Además, de
acuerdo con el mismo principio de la personalidad jurídica funcional, el Banco
Mundial, el FMI y la OMC realizan actividades y cumplen funciones que tienen una
influencia importante, y a veces crucial, en el ejercicio efectivo del derecho a la
alimentación y otros derechos en los Estados miembros. Al cumplir esas funciones,
estas organizaciones deberían estar obligadas a garantizar el respeto de los derechos
humanos, incluido el derecho a la alimentación, en forma acorde con sus potestades.
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48. Por último, el FMI y el Banco Mundial han argumentado que no tienen respon-
sabilidades en la esfera de los derechos humanos porque son organizaciones y no
Estados, y como tales no han ratificado los respectivos tratados de derechos huma-
nos43. Esto permitiría entonces concluir que, como el FMI, el Banco Mundial y la
OMC no han ratificado el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, no tendrían obligación alguna respecto del derecho a una alimentación
adecuada. Sin embargo, semejante argumento pasa por alto la opinión ampliamente
reconocida de que los derechos humanos no dimanan solamente de tratados sino
también del derecho internacional consuetudinario. La obligación de lograr el ejer-
cicio del derecho a una alimentación adecuada ha pasado a ser hoy en día parte del
derecho internacional consuetudinario, en vista de la ratificación casi universal de
los tratados que la establecen (en particular el Pacto Internacional y la Convención
sobre los Derechos del Niño) y la práctica constante de los Estados en cuanto a rea-
firmar el derecho a la alimentación y el derecho fundamental a ser protegido contra
el hambre en las cumbres mundiales sobre la alimentación celebradas en 1996 y
2002 y en otras conferencias internacionales, así como en la Asamblea General y en
la Comisión de Derechos Humanos44. No hay motivos para suponer que las organi-
zaciones económicas internacionales no están obligadas por el derecho internacional
general en lo que respecta al derecho a la alimentación y otros derechos humanos.
Además, como en el caso de la Unión Europea, las organizaciones internacionales
están obligadas por los principios generales del derecho reconocidos por las nacio-
nes civilizadas, que pueden extraerse de los ordenamientos jurídicos nacionales45.
Muchas constituciones nacionales reconocen el derecho a la alimentación o exigen
que sus disposiciones se interpreten de conformidad con el derecho internacional de
los derechos humanos, en el que el derecho a la alimentación está ampliamente re-
conocido. Por último, la mayoría de los Estados miembros de esas organizaciones
económicas internacionales han ratificado por lo menos un tratado de derechos hu-
manos en el que se reconoce el derecho a la alimentación. Obviamente, las organi-
zaciones internacionales no pueden estar autorizadas a hacer lo que no se permite a
sus integrantes.

C. Un marco para la responsabilidad de las organizaciones
internacionales con respecto al derecho a la alimentación

49. En su resolución 2005/17, sobre la mundialización y los derechos humanos, la
Comisión de Derechos Humanos afirmó que era necesario que las instituciones
multilaterales reconocieran, respetaran y protegieran la totalidad de los derechos
humanos. En su informe final, los Relatores Especiales de la Subcomisión de Pro-
moción y Protección de los Derechos Humanos, J. Oloka-Onyango y Deepika Uda-
gama, indicaron que consideraban “necesario reiterar la obligación jurídica de orga-
nizaciones internacionales como la OMC, el Banco Mundial y el FMI a fin de recal-
car que esas instituciones deben, como mínimo, reconocer, respetar y proteger los
derechos humanos” (E/CN.4/Sub.2/2003/14, párr. 39). Sin embargo, como han suge-
rido muchos otros, estas organizaciones tendrían también la obligación de promover
activamente y ayudar a los Estados a proteger y lograr el ejercicio efectivo del dere-
cho de sus poblaciones a una alimentación adecuada46. Como ha sostenido el Comité
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales:

“las organizaciones internacionales ... tienen una grande y constante responsa-
bilidad en lo que se refiere a tomar todas las medidas a su alcance para ayudar
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a los gobiernos a que actúen de manera compatible con sus obligaciones en
materia de derechos humanos y a que elaboren políticas y programas que fo-
menten el respeto de esos derechos. Es particularmente importante insistir en que
las esferas del comercio, de las finanzas y de las inversiones en modo alguno
quedan exentas de esos principios generales, y en que las organizaciones interna-
cionales con responsabilidades específicas en esos campos deben desempeñar
una función positiva y constructiva en relación con los derechos humanos”47.

50. El Relator Especial sugiere que, para cumplir plenamente sus obligaciones re-
lacionadas con el derecho a la alimentación, las organizaciones internacionales de-
ben respetar, proteger y respaldar el logro del ejercicio del derecho a la alimenta-
ción por sus Estados miembros.

La obligación de respetar

51. La obligación de respetar es una obligación mínima que exige que las organi-
zaciones internacionales se aseguren de que su asesoramiento, políticas y prácticas
no conduzcan a violaciones del derecho a la alimentación. Esto significa que, por
lo menos en lo que respecta al Banco Mundial y al FMI, las organizaciones interna-
cionales deberían tener obligaciones negativas mínimas de respetar o no perjudicar
el ejercicio del derecho a la alimentación48. Esta prohibición de perjudicar parece
promover proyectos de “desarrollo” que den lugar a desplazamientos forzosos o a
la destrucción de medios de subsistencia, sobre todo en los casos en que no se in-
demniza o rehabilita debidamente a las poblaciones afectadas. Esto significa tam-
bién que los actos y las decisiones del Banco Mundial, el FMI y la OMC no debe-
rían aumentar la inseguridad alimentaria de la población de un determinado país, in-
cluidas las personas más pobres. No deberían aplicarse medidas de ajuste sin antes
estudiar las posibles repercusiones para los grupos más vulnerables, y sin establecer
previamente las redes de seguridad necesarias para garantizar que las medidas no
causen muertes por hambre o malnutrición crónica. La OMC también debería tener
en cuenta las obligaciones de sus miembros en materia de derechos humanos, y de-
bería desaconsejar la adopción de políticas comerciales que puedan tener efectos
negativos en el derecho a la alimentación.

La obligación de proteger

52. La obligación de proteger exige que las organizaciones internacionales se ase-
guren de que sus asociados, ya sea Estados o agentes privados, incluso empresas
transnacionales, no atenten contra el derecho a la alimentación, incluso en los casos
en que se otorgan concesiones y contratos, o en proyectos comunes que podrían po-
ner en peligro los medios de subsistencia y la seguridad alimentaria de la población.
Los órganos de la OMC que tienen facultades de adopción de decisiones, como el
OSD, deberían proteger el derecho a la alimentación en las decisiones judiciales, y
deberían velar por que las interpretaciones de las normas de la OMC sean compati-
bles con las obligaciones de derechos humanos de sus Estados miembros en lo rela-
tivo al derecho a la alimentación.

La obligación de lograr el ejercicio efectivo (facilitar y proporcionar)

53. La obligación de respaldar el ejercicio efectivo del derecho a la alimentación
exige que las organizaciones internacionales faciliten el logro del ejercicio del dere-
cho a la alimentación y ayuden a prestar la asistencia necesaria, cuando sea preciso,
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a toda la población, los indígenas, las minorías y los grupos vulnerables. Esto debe-
ría incluir la tarea de facilitar la capacidad de todas las personas para procurarse su
propio alimento, así como la de ayudar a obtener el apoyo de emergencia cuando no
pueden procurarse el alimento por razones ajenas a su voluntad. En los países en de-
sarrollo, donde hasta el 80% de la población puede depender de la agricultura, la
agricultura en pequeña escala debería constituir la base de las estrategias de seguri-
dad alimentaria, ya que el empleo no agrícola suele ser insuficiente para absorber a
todos los que se ven obligados a abandonar la agricultura. La OMC debería también
velar por que las normas comerciales que se adopten eleven el nivel de vida en to-
dos los países, y no permitan que continúen las actuales desigualdades en las normas
del comercio agrícola.

V. Conclusiones y recomendaciones

54. La persistencia del hambre y de la extrema pobreza en todo el mundo no
es inevitable, y resulta inaceptable. Todos los gobiernos, individual y colectiva-
mente, tienen el deber de respetar, proteger y lograr el ejercicio efectivo del de-
recho de todos los pueblos a la alimentación.

55. El Relator Especial desea formular las siguientes recomendaciones:

a) Todos los gobiernos deben tomar medidas urgentes para poner freno
al aumento generalizado de la subnutrición en el mundo. Como reiteró el
Sr. James T. Morris, Director Ejecutivo del Programa Mundial de Alimentos,
en su alocución sobre las crisis alimentarias en África ante el Consejo de Segu-
ridad el 30 de junio de 2005: “En el año 2000, en la Cumbre del Milenio, todos
los países aquí representados hicieron esa promesa: reducir a la mitad el ham-
bre y la pobreza. Es hora de que empiecen a verse los progresos”;

b) Todos los gobiernos deberían responder con rapidez a las crisis ali-
mentarias que afectan actualmente a varios países de África. Si bien los gobier-
nos nacionales son los principales responsables de garantizar el ejercicio del de-
recho de su población a la alimentación, también tienen la obligación de procurar
la asistencia y la cooperación internacionales cuando no tienen suficientes recur-
sos, y los demás Estados tienen la obligación, dependiendo de los recursos de que
dispongan, de facilitar el ejercicio efectivo del derecho a la alimentación median-
te la cooperación para el desarrollo y el suministro de ayuda de emergencia;

c) La seguridad alimentaria debe garantizarse como un derecho huma-
no y no dejarse librada a los caprichos del mercado, que no pueden contener el
hambre en situaciones de emergencia. La ayuda alimentaria de emergencia de-
be excluirse de la aplicación de los principios del mercado y suministrarse en
forma gratuita;

d) Todos los gobiernos deberían aprobar la Declaración de las Naciones
Unidas sobre los derechos de las poblaciones indígenas, y velar por que los pue-
blos indígenas tengan acceso a la justicia a nivel nacional e internacional cuan-
do se viole su derecho a la alimentación;

e) Todos los gobiernos deberían reconocer que los niveles de hambre y
malnutrición que aquejan a los pueblos indígenas son desproporcionadamente
altos, y adoptar medidas especiales para combatir las causas, en particular la
discriminación generalizada contra las poblaciones indígenas;
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f) Todos los gobiernos deberían respetar, proteger y hacer realidad el
derecho de sus pueblos indígenas a la alimentación, incluso reconociendo su de-
recho a la tierra, los recursos y las actividades de subsistencia tradicionales, sus
derechos de propiedad intelectual sobre sus recursos genéticos y sus conoci-
mientos y su derecho a un desarrollo adecuado que no los exponga a un mayor
grado de marginación, explotación, pobreza o hambre. Los gobiernos deberían
reconocer que el derecho a la alimentación no solo es un derecho positivo, sino
también un derecho negativo que exige que los gobiernos se abstengan de adop-
tar medidas que redunden en perjuicio del acceso que tienen actualmente los
pueblos indígenas a los alimentos, como el desplazamiento, el despojo, o la des-
trucción de los medios tradicionales de acceso a los recursos de subsistencia;

g) Las organizaciones internacionales como el Banco Mundial, el FMI y
la OMC deberían reconocer que les incumbe un deber de responsabilidad res-
pecto de los derechos humanos, incluido el derecho a la alimentación. El poder
debe ir acompañado de una responsabilidad. Las organizaciones internaciona-
les deberían reconocer como mínimo su obligación de abstenerse de promover
políticas o proyectos que tengan efectos negativos en el derecho a la alimenta-
ción, sobre todo cuando no existan redes de seguridad social. También deberían
reconocer sus obligaciones positivas de proteger ese derecho, asegurándose de
que sus asociados no violen el derecho a la alimentación en la ejecución de pro-
yectos comunes, y respaldando a los gobiernos para que logren el ejercicio efecti-
vo del derecho a la alimentación;

h) Por último, es inaceptable que el mundo, que es hoy más rico que
nunca, permita que cinco millones de niños pequeños mueran todos los años de
malnutrición y enfermedades conexas, y que 852 millones de personas no co-
man lo suficiente todos los días. El derecho a la alimentación es un derecho
humano.
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